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Si consideramos el alcance de la reforma constitucional de 1992 no pueden 
dejar de llamarnos la atención sus escasos antecedentes en la exposición y el 
debate públicos. Me refiero al tratamiento específico del asunto, no a las 
modificaciones contenidas y paulatinas que se fueron produciendo en el 
contexto ideológico cubano desde los inicios de la Rectificación. Ni los 
escasos eventos académicos que se efectuaron sobre esta materia – como el 
Taller convocado por la Unión de Juristas en septiembre de 1991- ni el propio 
IV Congreso del Partido, realizado apenas nueve meses antes de la Reforma, 
permitían una idea del cambio que se iba a producir.

Podemos decir que incluso para los que no tenían un conocimiento previo del 
Proyecto de Ley se hacía difícil seguir, en el transcurso de las 
intervenciones parlamentarias, la hondura de las reformas propuestas.

Durante casi tres décadas había dominado en Cuba un concepto más o menos 
convencional del socialismo. De ese período aproximadamente mitad correspondió 
a la llamada etapa del “copismo”, es decir, a la trasposición del sistema 
institucional soviético y de sus formas ideológicas, cuya expresión mayor fue, 
la Constitución de 1976. De pronto, fórmulas que habían sido tenidas como 
elementos nucleares de esa ideología quedaban en el aire, sin soporte 
institucional, y sin embargo, sin ser descartadas o sustituidas.

Esa situación ha sido fuente de ambigüedades y confusiones. Tengamos presente 
que el materialismo dialéctico e histórico, la economía política del 
socialismo, el ateísmo científico, y todo un sistema de conceptos tributarios, 
fueron impartidos durante años a millones de estudiantes de la enseñanza media 
y universitaria, y a otros destinatarios del amplio y diverso sistema de 
instrucción nacional.

Es cierto que los grandes planteos de la Rectificación (1986-89) y el 
Llamamiento al IV Congreso del Partido (1990) vivificaron en alguna medida la 
atmósfera ideológica del país. También que el inicio del Período Especial y la 
apertura a las inversiones extranjeras, y en el comercio exterior y el 
turismo, requerían la creación de un marco legal distinto al entonces 
existente. Ambas cosas, cada una en su perspectiva, contribuyen a explicar la 
reforma, pero no es de eso que hablamos. La nación necesita tomar conciencia 
profunda de lo que ha ocurrido y está por ocurrir, y procesos como ese tienen 
sus propias reglas. El silencio no genera conciencia y puede resultar equívoco 
y dañino. Además, ese silencio no sólo alimenta confusiones, sino que es 
aprovechado por los que, desde dentro y desde fuera, quieren frustrarlo todo 
en el proyecto revolucionario.

Es necesario entonces revitalizar el ideal socialista. Para ello hay que 
construir un nuevo pensamiento, pero esa tarea no es posible sin la crítica de 
las condiciones que la originan. Decursando ya el tercer año de la reforma 
constitucional, se crece todavía de una interpretación de sus causas, no sólo 
de las inmediatas, sino también de las más alejadas en el tiempo. Se trata de 
un ejercicio que no puede cumplirse bajo la idea de que todos los problemas 
provienen de afuera, o de que si de adentro se trata, entonces todo gira en 
torno a la economía entendida como un dato sólo productivo. La economía es, en 
definitiva, una estructura de relaciones sociales. La economía no es la 
tecnología, y no debe confundirse mecanismos de representación ideal. Esta 
última se construye, y aunque no se puede hacer esto arbitrariamente, tampoco 
se trata de un producto unilineal o de una derivación automática.

En este pequeño ensayo me proponga hacer un análisis muy general de los que 
llamo núcleos duros de la Constitución del 76 y, a continuación, de los 
efectos  más relevantes de la reforma. Hay asuntos que sólo apunto o trato de 
una manera somera, otros apenas se mencionan. Entre los primeros está el de 
las organizaciones sociales y de masas, y el de su referente inevitable: las 
asociaciones, o la cuestión electoral, etc., entre los segundos está la 
retribución al trabajo y la contratación de mano de obra, relacionados con los 
artículos 14 y 21 del nuevo texto, y que tienen una excepcional importancia en 
estos momentos. Se trata de cuestiones nodales en la práctica y la teoría, 
sobre todo si nos atenemos a una perspectiva marxista, es decir, socialista. 
¿Cómo considerar la contratación particular de fuerza de trabajo? ¿Implica 
siempre una explotación de trabajo ajeno? ¿Es la formulación constitucional la 
más atinada? ¿Qué problemas prácticos y conceptuales se enfrentan ya en este 
terreno?

Naturalmente, en el carácter de este ensayo no cabría un tratamiento extenso 
de esos temas. Ni podía ser ese su propósito. Esperamos que las reflexiones 
que siguen sirvan de incitación a trabajos de otros autores.

De los núcleos duros de la Constitución del 76

La Constitución de 1976 tenía al menos seis componentes duros, que por su 
propio carácter, hacían muy difícil la introducción de cambios en el sistema 
político cubano. Este resultaba demasiado prefigurado por los enunciados 
constitucionales y por la densa  elaboración doctrinal que le servía de 
soporte. Esos componentes eran:

1.        La definición del Estado sobre la base de un esquema jerarquizado de 
clases que priorizaba el papel y la ideología de la clase obrera en las 
transformaciones socialistas, como se hacía en los artículos 1 y 4.
2.        La definición clasista del Partido Comunista como partido de la clase 
obrera, a la vez que se consideraba como dirigente de toda la sociedad y del 
propio Estado, como se hacía en el artículo 5.
3.        La concepción unitaria del poder estatal, que no diferenciaba las 
funciones realizadas por éste a los efectos de limitar el desempeño simultáneo 
de cargos incompatibles desde el punto de vista de las diferencias de esas 
funciones.
4.        Una ideología oficial identificada como clasista que, en consecuencia 
con los elementos anteriores, dificultaba el acceso y la participación de 
determinados sectores de la población. Así resultaba del reconocimiento de la 
guía del Estado por la doctrina  marxista leninista desde el preámbulo mismo 
de la Constitución y su expresión en el artículo 38ª , sobre la política 
educacional basada en la concepción científica del mundo establecida por el 
marxismo leninismo, y del artículo 54, que fundamentaba la actividad del 
Estado en la concepción científica materialista.
5.        Una definición excluyente de la propiedad socialista con respecto a 
cualquier otra forma, fuera de las otras cuatro reconocidas: pequeño 
agricultor, cooperativa agropecuaria, personal y de las organizaciones 
sociales y de masas.
6.        La enumeración de las organizaciones sociales y de masas, y su 
asociación con el cumplimiento de funciones estatales, como hacía el artículo 
7.

Componente: 1

La década del 70 representó una inflexión para la Revolución Cubana. Hasta 
entonces, quizás su rasgo más distintivo había sido la imposibilidad de 
situarla en los moldes del Socialismo Este Europeo. Tanto en su dinámica como 
en su proyección internacional era percibida como algo diferente, inasible en 
los conceptos y categorías del socialismo real. La propia dirección cubana 
había tomado distancia de los métodos y enfoques generales de ese socialismo. 
La Revolución no institucionalizada mantenía, sin embargo, una fluida 
comunicación entre su vanguardia y el pueblo y posiciones internacionales 
caracterizadas por su independencia. La tradición de unidad forjada en la 
década anterior, había tenido un basamento en esencia político, no doctrinario 
ni de naturaleza predominantemente ideológica. A mediados de los 70, y con la 
nueva Constitución como culminación de un rápido proceso de cambio, esa 
situación se modificó.

Las circunstancias que condujeron a esos cambios son bastantes conocidas. 
Incluso, la dirección del Partido hizo su autocrítica (en el Primer Congreso) 
en lo que respecta a los errores de las premisas, conceptos de conducción de 
la economía desde la segunda mitad de los años sesenta. Otro es el problema si 
se trata del camino seguido y de si las opciones asumidas carecían de 
alternativas posibles, específicamente en el campo político – institucional a 
que nos referimos aquí, ángulo por demás, ya extenso y complejo.

En la práctica, la nueva Constitución no modificó de un modo sustancial la 
forma de dirección política existente hasta entonces, pero le dio una 
envoltura distinta y un marco doctrinal mucho más ajustado y rígido, y ambas 
cosas no dejaron de tener sus efectos contradictorios.

La forma de dirección política en el período previo a la institucionalización 
tenía un alto grado de centralización, pero su justificación procedía de la 
concentración de poder necesaria para realizar transformaciones 
revolucionarias y para la defensa de la Revolución, asediada desde sus 
comienzos por la hostilidad y el bloqueo de los Estados Unidos. A pesar de la 
adscripción al marxismo leninismo, esto no implicó la identificación oficial 
de la teoría con su expresión dogmática en la Unión Soviética, lejos de ello 
se desarrollaron corrientes críticas de lo que se conoció por manualismo. De 
tal manera, el pensamiento social tuvo un espacio para su despliegue crítico y 
para la búsqueda de sus engarces con las tradiciones revolucionarias y 
patrióticas nacionales.

En los 70 el sistema político, bajo las nuevas formas constitucionales, siguió 
altamente centralizado, pero acompañado también con una alta concentración y 
oficialización del poder ideológico. A partir de entonces, la unidad de acción 
ya no resultaba más una necesidad de la Revolución hostigada por sus enemigos, 
sino que se convertía en una virtud por razones doctrinales. El Estado fue 
considerado como un concepto meramente instrumental para el caso, la expresión 
de la dictadura del proletariado, según rezaban los artículos 1 y 4: - La 
República de Cuba es un Estado de obreros y campesinos, y demás trabajadores 
manuales e intelectuales... que se sustenta en la firme alianza de la clase 
obrera con los campesinos, y las demás capas trabajadoras de la ciudad y el 
campo, bajo la dirección de la clase obrera -.

Tal definición representaba, no sólo una restricción conceptual sobre la 
composición de la base social del Estado, sino que, como fórmula, dotada de 
una extensa expresión doctrinaria y práctica, tenía numerosos instrumentos de 
plasmación en la vida social y política. Significaba una prioridad para 
integrar las filas del Partido, para la selección a determinados cargos, o 
como simple prueba de confiabilidad ante posibles alternativas. También 
alimentó prejuicios respecto a otros sectores, como los intelectuales, por 
ejemplo, o los que tenían creencias no compatibles con la ideología atribuida 
a la clase obrera.

Componente: 2

La inclusión del papel dirigente de un partido en el texto constitucional es 
de por sí un problema conceptual y técnico. Este problema se acentúa si su 
enunciado contiene proposiciones contradictorias, como ocurría en la 
formulación del artículo 6 de la Constitución de 1976. Se definía al Partido 
Comunista, como la fuerza dirigente superior de la sociedad y del Estado, que 
organiza y orienta los esfuerzos comunes hacia los altos fines de la 
construcción del socialismo, pero al mismo tiempo se le definía como la 
vanguardia organizada de una determinada clase.

En el terreno de las atribuciones ideológicas, es decir, fuera de la discusión 
constitucional propiamente dicha, se resolvía el problema, asignándole a la 
clase obrera, una misión histórica, objetiva, que realizaba también el interés 
de las demás clases no basadas en la explotación del trabajo ajeno. En la 
práctica representaba una inevitable preterición de esas clases o capas 
subordinadas en el plano político. Lo más curioso es que esa ideología no pudo 
evitar que el sector más rico de la población cubana, fuera el grupo de los 
agricultores privados que ha subsistido hasta hoy, a la vez que el que más ha 
sentido las limitaciones provenientes de esa concepción ha sido el de los 
trabajadores intelectuales.

Componente: 3

La concepción unitaria del poder estatal y el centralismo democrático como 
método de dirección se expresaban en el párrafo inicial del artículo 66 de la 
Constitución.

La base teórica del concepto de la unidad del poder estatal se fundamenta en 
el hecho que el Estado no puede escindirse formal ni materialmente. Tanto 
desde el punto de vista jurídico como del de su contenido material y su 
actividad práctica, el Estado aparece siempre como un todo, que se expresa en 
el cumplimiento de objetivos complementarios y coherentes entre sí. En ese 
sentido no puede hablarse de poderes diferentes en el Estado.

Para la teoría soviética, partidaria de una visión instrumental del Estado, el 
elemento unificador del poder estatal era la voluntad de la clase dominante. 
Más allá de su razón teórica, los problemas principales de esta concepción 
comienzan con su implementación  práctica.

En la democracia liberal, la separación o distinción de los llamados poderes 
del Estado se expresa, ante todo, en las funciones diferentes por su 
naturaleza, realizadas por el Estado. Hasta qué punto esto es así, si se 
atiende a la estructura social protegida por el Estado, es un problema que 
está más allá de la acumulación de poder personal o grupal, representada por 
la acumulación de funciones diversas en los mismos titulares. Se trata en todo 
caso de dos cuestiones distintas: la unidad sistemática del Estado, que se 
corresponde con la formación social donde existe, y la diferencia, desde 
diversos ángulos prácticos, de que sus funciones se acumulen en los mismos 
sujetos o se ejerzan por sujetos diferenciados. Este es quizás el problema 
mayor de la concepción unitaria del poder estatal al estilo soviético.

La idea del poder estatal como uno e indivisible, ha permitido un desarrollo 
pobre y limitado de la diferenciación de sus funciones, y de los efectos 
prácticos negativos de no tomar en cuenta esa distinción en el funcionamiento 
de los órganos estatales. Ha posibilitado, sobre esa base, la concentración de 
cargos y roles distintos en las mismas personas, y con ello distorsiones en el 
funcionamiento del sistema institucional.

Componente:4

La Constitución de 1976 estableció, en sus artículos 38ª y 54, la concepción 
científica materialista del universo, desarrollada por el marxismo leninismo, 
como ideología oficial del Estado. El propio término utilizado representaba 
una trasposición de la ideología soviética, en sus manifestaciones 
panfletarias, al rango de directriz constitucional de importantes actividades 
culturales. Fue este quizás el corte más sensible con el afán creador mostrado 
por la Revolución Cubana en su período anterior. En la esfera  de las ciencias 
sociales representó un importante retroceso y un estancamiento. En el terreno 
político se evidenció su esterilidad desde que aparecieron los primeros signos 
de la necesidad de una reformulación del consenso nacional y un nuevo examen 
del sistema institucional. La búsqueda de nuevas vías para enfrentar las 
dificultades presentes, mostró desde los inicios mismos de la rectificación, 
que no era precisamente la concepción científica materialista del universo, y 
su extenso repertorio de corolarios, los que podían ofrecer los argumentos 
necesarios de persuasión y recomposición del acuerdo nacional.

Componente:5

La Constitución de 1976 proscribió la propiedad privada sobre todos los medios 
de producción y comercio, excepto los poseídos por los pequeños agricultores, 
y un pequeño sector de transportistas individuales. La propiedad socialista 
estatal, quedó así definida por exclusión con respecto a las otras cuatro 
formas de propiedad reconocidas, todo lo que no pertenecía a ellas era 
propiedad socialista. Se trataba de una resultante del último proceso de 
nacionalizaciones masivas, ocurrido en 1968, en el que se transfirieron al 
Estado miles de pequeños y medianos negocios. Esas expropiaciones, e hicieron 
al inicio de una crisis económica, cuyos efectos negativos se prolongaron 
durante más de tres años y se evidenció, conjuntamente con otras medidas 
tomadas en aquella oportunidad, que lejos de contribuir a paliar la crisis, 
endurecieron sus consecuencias para la población.

En realidad, el Estado nunca alcanzó una eficiencia aceptable en la prestación 
a la población, de la infinidad de pequeños servicios de que se hizo cargo. 
Pero el sentido de las definiciones constitucionales de 1976 fue lo suficiente 
incontrovertible como para impedir el replanteo de esa situación sin pasar por 
el debate implicado en una reforma de su texto, lo que parecía imposible a 
pocos años de su puesta en vigor. De ahí que la actividad laboral por cuenta 
propia, autorizada en 1978, estuviera constreñida a muy modestos espacios, e 
incluso, que una gran parte del trabajo independiente, se hiciera fuera del 
marco legal establecido. Cuando en 1982 se hizo clara la conveniencia de 
disponer de una legislación sobre inversiones extranjeras, que abriera un 
espacio para determinadas asociaciones con entidades capitalistas, hubo no 
pocas personas, y específicamente juristas, que la consideraron 
inconstitucional, aunque la limitada repercusión en la práctica de esa 
legislación tuvo el efecto de no provocar un debate en ese sentido.

Los signos de la recesión económica aparecidos en 1982, se hicieron patentes y 
sostenidos a partir de 1985. Desde entonces, el crecimiento fue muy modesto, o 
incluso negativo, como en 1987, en que el Producto Social Global (PSG) 
decreció en un 4%. Comenzó así  un proceso gradual de tanteo y búsqueda de 
nuevas fórmulas de organización de la economía que llega hasta hoy, y que tuvo 
un momento culminante en la reforma del 92.

Desde fines de los 80, el gobierno intentó implementar políticas de aplicación 
de la ley de inversiones extranjeras del 82. Ya en 1991, se hizo evidente la 
insuficiencia de ese marco legal como cauce para los objetivos perseguidos, 
que incluían la captación de inversiones de envergadura, al menos, en 
determinadas ramas de la economía. Pueden mencionarse dos razones de esa 
insuficiencia: 

1)        La falta de respaldo constitucional a la ley de inversiones. La 
Constitución de 1976 no sólo carecía de normas que autorizaran inversiones 
extranjeras o privadas en general, sino que tampoco permitía una deducción 
clara en ese sentido. Así, la cuestión del insuficiente respaldo jurídico se 
hacía relevante desde el mismo terreno de su planteo formal.
2)        La propia ley de 1982 (el Decreto Ley No. 50) establecía límites 
problemáticos para la conducción de negociaciones con entidades extranjeras en 
materia de propiedad y otros derechos a ella vinculados, en particular, en lo 
que respecta a garantías reales, cuyo otorgamiento suele ser indispensable 
para el financiamiento de inversiones y procesos productivos.

Algunas Circunstancias de la Reforma

Es cierto, que a pesar de la presencia de esas tendencias miméticas, el 
gobierno cubano fue capaz de incorporar algunos elementos originales a su 
sistema, pero éstos terminaron por no poder dar lo que se esperaba de ellos. 
Es el caso de la nominación de candidatos directamente por el pueblo y su 
posterior elección también directa, en las circunscripciones municipales, 
régimen participativo, a nivel local, no conocido por ningún otro país 
socialista o de democracia liberal. La contradicción de este sistema con la 
elección indirecta de todos los cargos superiores, fue uno de los elementos 
entorpecedores para un mayor despliegue de sus posibilidades.

La formalización del sistema político condujo a la desaparición de la 
flexibilidad que había mantenido hasta entonces y su capacidad adaptativa. Por 
otra parte, los principales órganos del sistema no lograron cumplir sus 
cometidos con la eficacia mínima requerida, ni una repercusión de su gestión 
que le diera el aval necesario de la nación. El propio sistema de elección 
indirecta establecido, dificultó, o al menos, no propició, la vinculación de 
los diputados y delegados provinciales con sus bases populares. De hecho 
contribuyó a mantener y reforzar la centralización política y la sustitución 
de las funciones propias de las Asambleas del Poder Popular por sus órganos 
ejecutivos.

Cuando en 1986, año len que debía iniciarse la Tercera Legislatura, se lanzó 
el proceso de rectificación de errores y tendencias negativas, se vio con 
relativa rapidez, que los problemas económicos acumulados y su solución, 
suponía sacrificios y readaptaciones, que requerían de un replanteo de las 
bases del consenso político nacional.

Hasta entonces, la población había disfrutado del período de bonanza más 
importante de la Revolución (1973/85). Su nivel de vida aumentó y sus 
necesidades alcanzaron un grado relativamente alto de satisfacción. Más del 
90% de las viviendas del país disponía de suministro eléctrico, incluso en las 
zonas rurales apartadas, de difícil acceso unos años atrás, se podía ver ahora 
la televisión o lavar la ropa en una máquina eléctrica. Se habían obtenido 
algunos de los índices más altos en el consumo per cápita de calorías y 
proteínas de América Latina. La tasa de escolarización era de más de un 98%. 
La esperanza de vida llegaba a los 74 años y la población disponía de un vasto 
sistema de salud muy positivamente valorado por los organismos 
internacionales. De pronto, sin embargo, se enfrentaba el primer año, 1987, en 
que el Proyecto Social Global (PSG) decrecía en un 3,9%, con perspectivas nada 
halagüeñas para los años siguientes. Debía pasarse así de una cómoda 
prosperidad a un ciclo de duración imprevisible, en que la escasez y las 
privaciones materiales volverían a ser la dura realidad. Junto a eso, poco 
después, comenzaban los signos de crisis inminente del campo socialista.

La dirección del país debía preparar por lo tanto al pueblo, para un giro 
radical en sus condiciones de vida y en cuanto al bienestar alcanzado. La 
magnitud y complejidad de esa tarea requería de cambios en el enfoque del 
trabajo político que no podían limitarse a una modificación del tono en el 
discurso público o a algunas explicaciones a los dirigentes de la Revolución, 
más aún si se tiene en cuenta la tradición de persuasión e incorporación 
participativa del pueblo conformada en las dos décadas anteriores. Se hacía 
necesario por ello la movilización de todo el sistema institucional existente 
en función de una rearticulación del consenso nacional.

Ese esfuerzo movilizativo evidenció las insuficiencias de las instituciones 
creadas por la Constitución de 1976, en particular de sus órganos 
representativos.

La Convocatoria al IV Congreso del Partido, en marzo de 1990, se precedía de 
un llamamiento que sintetizaba ya, algunas de las valoraciones más importantes 
en el sentido indicado. Junto a la crítica del copismo se proponía un enfoque 
de la política cultural más centrado en los valores nacionales y en la 
búsqueda de los fundamentos del sistema social en la propia historia del país 
y de América como elementos de legitimación. Aunque tal perspectiva, no era 
nueva, ni extraña a la Revolución, lo cierto es que desde mediados de la 
década de los 70 había sido muy poco considerada y tenida en cuenta en el 
trabajo cultural, y sobre todo en la esfera de la ideología, empobrecida por 
la reproducción de los esquemas del marxismo soviético. Se insistía en 
reforzar las bases de la identidad cubana, respondiendo preguntas como 
¿quiénes somos? ¿De dónde procedemos? ¿De quién somos deudores? ¿ De qué 
herencia tenemos que hacernos dignos? ¿Cuál  debe ser nuestro aporte? Se 
llamaba a la ruptura con todo dogmatismo y a la formación de un clima 
favorable al pensamiento creador.

Instituciones, Ideología y Clases Sociales en las Nuevas Formulaciones

La base social del Estado ha sido redefinida en los artículos 1 y 3 
considerando las tradiciones del constitucionalismo cubano. Aparece allí la 
cuestión social, elemento propio de toda revolución auténtica, junto a los 
conceptos de independencia y soberanía popular, democracia y libertad 
política, bienestar individual y colectivo y solidaridad humana.

La locución “Cuba es un Estado socialista de trabajadores, significa que la 
democracia cubana se define sustantivamente, y no sólo por referencia a 
procedimientos formales. Lejos de implicar una intención discriminatoria, 
representa una condición de los principios de igualdad, contenidos en el 
capítulo VI. Se trata de una toma de posición respecto al poder político, que 
se reitera en el artículo 15 dedicado a la propiedad. Las reformas no pueden 
entenderse de manera que conduzcan a una reversión de las conquistas sociales 
de la revolución, y la garantía de ese propósito, supone que los actores de 
esa política tengan la posibilidad de retener el poder político. Posibilidad 
aquí equivale a la forma de los procedimientos democráticos, cuyo diseño hasta 
ahora ha sido excluyente respecto a una representación de la minoría. Esta 
situación tiene diferentes orígenes – desde las prácticas centralizadoras de 
más de tres décadas, hasta el asedio permanente de la potencia norteamericana, 
razón última, en definitiva, de la perenne actitud defensiva del pueblo 
cubano. El cambio de ese diseño – previsible en la medida en que lo permitan 
las condiciones de seguridad externa del país -  no tendrá  que asumir las 
formas convencionales de la democracia representativa. En primer lugar, Cuba 
ha acumulado una tradición de casi 20 años en la nominación y la elección 
directa por los ciudadanos, de los candidatos a nivel local, sin la 
intermediación de partidos, lo que debe ser perfeccionado, no abandonado. En 
segundo lugar, las organizaiones sociales y de masas, han desempeñado un papel 
de primer orden en la política nacional y no hay razón para que no lo sigan 
haciendo. La cuestión estaría entonces en rediseñar los procedimientos, de 
modo que permitan una mayor amplitud representativa, inclusive, de diferentes 
corrientes de opinión dentro del proyecto nacional.

La reforma ha resuelto el problema de la inclusión en la Constitución de un 
partido como fuerza dirigente del Estado y la sociedad con un reenfoque 
conceptual que resulta más racional y próximo a la realidad histórica y a las 
condiciones de existencia de la nación cubana. El Partido ya no se define como 
la vanguardia o el destacamento de avanzada de una determinada clase, con la 
misión de realizar una ideología cuyas bases están más allá de toda 
aprehensión histórica concreta. El Partido se define ahora como la vanguardia 
del pueblo de Cuba, cuya identidad concreta actual, ha sido, de cierta manera, 
u  producto de la Revolución.

El Partido se ha abierto a una posibilidad participativa mucho mayor. No 
quiere esto decir que estuviera constituido solamente por obreros. Siempre 
hubo militantes de diferentes procedencias pero sobre la base de proporciones 
que mantuvieran la mayoría obrera y el predominio de sus coordenadas 
ideológicas. Estas restricciones desaparecen y queda abierto un campo mucho 
mayor para el debate. Se trata ahora de que el Partido debe sustentarse y esos 
serán sus límites ideológicos, en los nuevos valores creados por la Revolución 
e incorporados por el pueblo, en su sentido de la justicia social, de la 
equidad y de una fuerte comunidad nacional, basada en una igualdad razonable.

Diferenciación de funciones

Los principios de unidad de poder y centralismo democrático, fueron suprimidos 
por la reforma constitucional del anterior artículo 66, ahora 68. Se trata de 
un primer paso cuyas consecuencias deberán esperar por nuevos desarrollos que 
expresen el sentido de esas supresiones en el ejercicio de las funciones 
estatales. En el proceso de discusión del Llamamiento al IV Congreso del 
Partido, y en el Congreso mismo, este tema tuvo ya un inicio de discusión, 
centrado sobre todo en la necesidad de distinguir las funciones gubernativas y 
de administración estatal de las políticas e ideologías y de las económicas. 
(Resolución sobre el Perfeccionamiento del Poder Popular). Un paso más, a 
nivel provincial y municipal, fue el deslinde de las funciones del órgano 
administrativo (consejo de administración) del órgano deliberativo (Asamblea).

En la Constitución de 1976 la función administrativa en los órganos 
provinciales y municipales se realizaba por un comité ejecutivo elegido del 
seno de la asamblea. Esta proyección, acorde con el concepto de la unidad de 
poder, trabajo por consecuencia la práctica generalizada de una sustitución 
progresiva de las funciones propias de la asamblea por su comité ejecutivo y 
con frecuencia de las del propio comité ejecutivo por las de su presidente. En 
las discusiones que precedieron a la reforma constitucional y en la propia 
reforma, se debatió ampliamente este problema. Quedó clara la necesidad de 
este deslinde hasta el punto polémico de si el presidente del órgano 
administrativo debía ser e mismo residente de la asamblea u otra persona. 
Predominó el criterio, comprensible, en esta fase de la discusión, de no 
separar ambas funciones. Pero sí ha quedado bien establecida la diferenciación 
de las responsabilidades entre administración y asamblea, y se ha dotado a 
esta de nuevos instrumentos para el ejercicio de sus funciones, en particular, 
las relativas al control y a la proyección del trabajo mediante el mecanismo 
de las comisiones permanentes.

Particular interés debe tener este nuevo enfoque de la cuestión en relación 
con el trabajo de la Asamblea Nacional. Tanto en el IV Congreso del Partido 
como en los trabajos preparatorios de la reforma constitucional, se insistió 
en la necesidad de encontrar mecanismos efectivos que fortalezcan este órgano, 
considerado como la instancia suprema del poder estatal, pero que hasta ahora, 
no ha desempeñada ese papel, ni en los hechos ni en la percepción popular. Las 
circunstancias que han determinado esa situación son múltiples, empezando por 
los efectos de la concepción de la unidad de poder ya mencionados, pero 
también hay otros.

La elección indirecta de los diputados y delegados provinciales les restó 
progresivamente representatividad. Es decir, que no se trata solamente de una 
deducción formal por el método utilizado, sino de la percepción popular, que 
se fue agudizando por los efectos negativos que, en el ejercicio de su 
responsabilidad, producía en la gestión de sus presuntos mandatarios, el no 
estar vinculados a los electores populares de su demarcación por el voto 
directo. Mientras  los delegados de circunscripción estaban obligados a rendir 
cuentas periódicamente ante sus electores, los diputados nunca aparecían por 
allí y eran incluso, frecuentemente no conocidos por la población. Los 
primeros cargaban con todas las críticas y peticiones, mientras los segundos, 
ubicados en un nivel nacional de dirección, se mantenían ausentes. La reforma 
constitucional introdujo la elección directa de los diputados y delegados 
provinciales. Ahora éstos están obligados, constitucionalmente (Art. 84), a 
tener contactos con sus electores directos y a  escuchar sus planteamientos, 
sugerencias y críticas, y explicarles la política del Estado.

Un reconocimiento de la especificidad de la función de administrar justicia es 
la eliminación, como principio general, de la periodicidad de las elecciones 
para todos los cargos electivos. A partir de aquí el tiempo de duración de 
cada mandato, es el expresamente señalado para cada órgano. Los tribunales en 
Cuba son electivos, lo que implicaba su renovación periódica en detrimento de 
la mejora de su profesionalidad y estabilidad. Al suprimirse este principio, y 
no señalarse tiempo de duración del ejercicio en el cargo judicial, queda 
expedito el camino para la modificación de la Ley de Tribunales en este 
sentido, lo que permitirá una continuidad mayor y una posibilidad más segura 
para la permanencia de los jueces y su promoción sobre la base de su 
calificación profesional y experiencia.

Laicización del Estado

La Constitución de 1976 no trató adecuadamente la cuestión religiosa, a pesar 
de que su enfoque doctrinario parecía en contradicción con las posiciones 
sostenidas entonces por la más alta dirección del país, e incluso con e 
carácter constructivo de las relaciones con las iglesias del país. Basta 
mencionar las proposiciones de Fidel Castro en Chile (1971), en Jamaica (1977) 
sobre una unidad estratégica entre cristianos y marxistas y de otra parte, las 
pastorales de Monseñor Oves, entonces Arzobispo de La Habana, de 1969 y su 
intervención en el XI Festival de la Juventud y los Estudiantes de La Habana 
en 1978 para tener una idea al respecto. A pesar de esta situación en la 
Constitución se omitió un pronunciamiento contra la discriminación religiosa 
en los artículos que lo hacían contra otras manifestaciones comunes de este 
tipo. Este hecho propició, si no luna discriminación abierta o brutal, sí una 
sutil que no dejaba de ser dañina y que carecía de justificación política.

La reforma ha resuelto este problema adecuadamente al introducir, desde el 
primer capítulo, artículo 8, el carácter no confesional del Estado cubano y 
garantizar la no discriminación por motivos religiosos en todo el articulado 
de su texto. Se suprimieron asimismo las referencias a una ideología del 
Estado cubano como aparecían en los artículos 38 y 54.



La propiedad y el sistema económico en la Reforma.

La reformulación del concepto de propiedad es un importante aspecto de la 
Reforma constitucional en los términos del nuevo artículo 14 la propiedad 
socialista ya no es definible por exclusión, puesto que al limitarse ésta a 
los medios fundamentales de producción, un amplio expectro de actividades 
económicas ya no constituirían propiedad socialista por definición, y por otra 
parte, este sector de medios no fundamentales de producción, no sería ubicable 
en ninguna de las otras formas de propiedad fundamentales, reconocidas en la 
Constitución. Sin embargo, la aceptación de este nuevo hecho jurídico – la 
propiedad privada individual de medios de producción – sólo recibe un 
reconocimiento elíptico en el artículo 15, al admitirse, en el párrafo 
segundo,  que los bienes socialistas sólo pueden transmitirse a personas 
naturales. Tal título de transmisión sólo puede ser el de propietario privado 
individual, categoría que hay que considerar a partir de aquí como 
constitucionalmente reconocida.

En el caso cubano no se llega a esta trascendente reformulación porque ya 
estuviera preparada su implementación práctica, como ha ocurrido en otros 
casos. Puede decirse que por ahora ni siquiera hay un claro consenso sobre su 
aplicación “son todavía muy graves los problemas sociales y políticos 
involucrados en una privatización de la mediana y pequeña propiedad, para que 
esta pueda acometerse sin atender criterios de esa naturaleza, quizás el 
camino a seguir sea el de una progresiva decantación y desarrollo de una 
actividad laboral por cuenta propia, lo que por supuesto, se vería muy 
favorecido por una mejora de la situación económica del país, que permita el 
saneamiento  de ese sector y su desvinculación de su actual imagen 
especulativa.

En lo que respecta a la propiedad corporativa, recogida en la ley de 
inversiones de 1982, y con posterioridad en el Código Civil de 1987, recibió 
un espaldarazo explícito con el nuevo artículo 23 de la Constitución, 
reforzado, lógicamente, con las nuevas disposiciones de los artículos 14 y 15.

Tales cambios en el régimen de propiedad incidieron en los introducidos en 
todo el sistema económico especialmente en lo que respecta a la planificación, 
el comercio exterior, y la autonomía empresarial. La reformulación  del art.16 
deben entenderse, a la luz de la nueva práctica  en esta materia, como la 
renuncia a la planificación integral de los procesos económicos y su 
sustitución progresiva por un plan indicativo que asegure objetivos definidos 
o programas de desarrollo por ramas o actividades específicas. Esto es 
consecuente con la nueva autonomía otorgada a las empresas estatales, no sólo 
por el reconocimiento de su personalidad jurídica, sino también de su 
independencia patrimonial frente al Estado, según los nuevos conceptos del 
artículo 17. Por último el Estado deja de ejercer el monopolio del Comercio 
Exterior, al no considerarlo como una función exclusiva suya y reservarse sólo 
su dirección y control.

Estas reformas constituyen una base jurídica suficiente para la rearticulación 
de la economía cubana con el mercado mundial, en tanto posibilita sus 
relaciones externas no en un `plano estatal, sino empresarial y corporativo, 
con las consecuencias que ello comporta. Numerosas empresas cubanas funcionan 
ya sobre la base de estos principios y hacen una gestión, sino todavía 
completamente autónoma, sí con un grado de independencia que les permite 
subvenir a su propia reproducción. Otra cosa es, por supuesto, que esas 
reformas constituyan la condición necesaria exigida por razones políticas, 
para la plena admisión del país en las instituciones, mecanismos y otras 
ventajas del sistema económico internacional.

Uno de los problemas que quedaría por resolver, en términos constitucionales, 
sería el de la contratación particular, de fuerza de trabajo, a que aludimos 
en la introducción. En las formaciones actuales parece sostenerse el principio 
de que todo uso privado de trabajo asalariado constituye una explotación. 
Hasta ahora la solución a esta afirmación en el caso de las inversiones 
extranjeras, ha sido la del Decreto Ley 50, que reserva al Estado esta función 
por medio de empresas específicas, solución que, desde el punto de vista 
sustantivo de la cuestión, y sin atender a razones de otra naturaleza,  no 
deja de ser ficticia. Pienso que esto requiere de una mayor profundización, no 
sólo por las necesidades prácticas del proceso y lo que ya acontece en la 
realidad, sino también desde el ángulo teórico, es decir, de la teoría de 
Carlos Marx sobre la explotación de la fuerza del trabajo por el capital. En 
todo caso es algo  que, por su importancia, no debe dejarse a su 
desenvolvimiento espontáneo.


Nota final

Teóricamente la Reforma Constitucional representa problemas de significación  
suficiente para merecer la atención urgente de nuestros especialistas. Urgente 
no quiere decir precipitada o inflexiva. Se trata quizás de la tarea más ardua 
que tendrá que enfrentar el pensamiento revolucionario cubano en estas ultimas 
décadas. No se trata en modo alguno de una mera cuestión de juristas. Con esto 
tienen que ver todas las ciencias sociales y en particular la política y la 
economía.

La Constitución es la ley suprema del país. Se supone que ella sintetiza una 
más vasta concepción sobre las relaciones sociales y económicas, sobre la 
cultura, la política, la organización institucional y los ideales de la 
sociedad. Se trata, por lo tanto, de algo que tiene que ver con la 
sobrevivencia misma de lo mejor que hemos creado en estos 35 años.

La Constitución reformada ya no se corresponde con la teoría que le servía de 
fundamento. En esta perspectiva la Revolución Cubana tendrá necesariamente que 
reelaborar sus bases teórico institucionales, partiendo de una nueva 
concepción del socialismo.

Los efectos de la reforma están apenas en sus comienzos,  y no pocos de sus 
posibles cauces permanecen indeterminados, pero la dinámica del país y las 
políticas ya, repetidamente anunciadas, y comprometidas no ofrecen lugar a 
dudas. La planificación integral centralizada, administrativamente 
implementada va cediendo ante una de carácter más económico y objetivos más 
específicos. Los sujetos del proceso económicos se modifican, no sólo porque 
se hacen más autónomos, sino porque tienen que compartir espacios con la 
incorporación de nuevos actores de la economía nacional: los inversionistas 
privados. La actividad comercial de pequeña escala y la prestación de los más 
diversos servicios prolifera por todo el país como un dato que podrá ser 
regulado en el futuro, pero no suprimido. En fin la faz de la economía cubana 
y de sus relaciones sociales sólo espera para una intensificación  de los 
cambios en marcha por momentos más propicios, que deben llegar más temprano 
que tarde.

También la política cambia, aunque en esta esfera el movimiento resulte menos 
perceptible y más contenido. Es mucho lo que se arriesga en este proceso, y 
eso lo sabemos todos en Cuba. Mientras las amenazas actuales sean tan 
claramente perceptibles como lo son hoy, una proporción muy alta de cubanos va 
a seguir cerrando filas contra cualquier fisura que permita la pérdida del 
control. Por otra parte, en Cuba hay ya una variedad de percepciones y 
criterios sobre la realidad de la crisis y sus posibles salidas. En las 
discusiones sobre la ley electoral, se hizo más  o menos clara su 
provisionalidad en función de los peligros que asechan al país. En las medidas 
que éstos disminuyan y se perciba un ambiente de mayor seguridad sobre el 
futuro, y sobre la posibilidad de preservación de un sistema en el que la 
equidad y la justicia social ocupen el lugar que le corresponda en la cultura 
política del pueblo, las reglas electorales se harán más flexibles e 
inclusivas, y la apertura política se hará mayor.

Todo ésto nos habla de luna nueva constitución en gestación. En algunos años 
el país tendrá que ajustar y perfeccionar la actual, y se requerirá 
seguramente la elaboración de un nuevo texto y de su aprobación popular. Para 
ello debemos prepararnos, creando los nuevos conceptos que le sirvan de guía y 
de interpretación.









